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Acta N° 221 de mayo 12 de 2016
Decide la Sala esta acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia a la que fueron vinculados el Ministerio Público, las Defensorías del Pueblo regionales de Risaralda y Caldas, la Alcaldía, Personería Municipal y el Banco de Vivienda de esa misma municipalidad.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, presenta acción de tutela  frente al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, en la que aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Y pide que “Se orden al tutelado DE MANERA INMEDIATA DAR TRAMITE A MI REFORMA DE DEMANDA, AMPARO CGP Y SE LE ORDENE CONCEDER MI AMPARO DE POBRE, O DESVIRTUE EL ART. 83 CN” –sic-; se escanee copia de este libelo y del fallo a un correo electrónico; brindarle copia física e íntegra de toda la acción; además; que se aporte copia de la tutela a la acción popular; se disponga el trámite de acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, para determinar si posiblemente viola la Ley 734 de 2002 al negarse a impetrar libelos similares a su nombre y se le conmine a cumplir su función deber; se ordene al tutelado consignar todos los radicados de tutelas a su contra, en donde el Tribunal y la Corte Suprema de Justicia “LE HAN REVOCADO Y AMPARADO MIS TUTELAS”.

 



Dijo en su escrito que la Defensora del Pueblo en Caldas, se niega a impetrar tutelas a su nombre, incumpliendo su deber función;  presentó acción popular que quedó anotada en el despacho judicial accionado con el número de radicación “2015-255”; ha solicitado infructuosamente reforma a esa demanda amparado en el Código General del Proceso y solicitó amparo de pobre, empero, se le niega pese a estar basado en derecho.
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público y las Defensorías del Pueblo regionales Risaralda y Caldas, alcaldía y personería municipales de La Virginia, así como del Banco Davivienda de esa misma localidad. La Procuraduría señaló que su intervención está restringida a la protección de derechos e intereses colectivos. El alcalde de la referencia, indicó que dentro de la acción popular respectiva, no ha evidenciado negación de justicia, ni vulneración de derechos, en la medida que las decisiones adoptadas por el Juzgado se encuentran sustentadas en las disposiciones de ley, que el municipio actúa como garante de un derecho común y que el despacho judicial tiene una carga importante de procesos. Por su parte, el titular del Juzgado, informó que es cierto que negó el amparo de pobreza solicitado por cuanto “actúa en nombre propio y el proceso no requiere abogado que lo represente; las actuaciones son en su mayoría de oficio; tiene amplia experiencia en acciones populares; recibe ingresos de las acciones populares que ha ganado; presenta recibos de pago de gastos de gasolina, por transportarse en vehículo particular”; se opuso a las pretensiones y afirmó que no le ha pedido al despacho copias del expediente, evento para el cual no requiere de la promoción de una acción de esta naturaleza. 
De otro lado, el representante legal suplente del banco Davivienda, se refirió a la improcedencia de la acción, porque el trámite procesal se ha seguido conforme a la normativa vigente, sin que se vislumbre alguna actuación violatoria de los derechos fundamentales del accionante, y es claro que los desacuerdos de este con las decisiones del juzgado, no dan lugar a su proposición. 
CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura del amparo de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, con el argumento de que el accionante ha solicitado infructuosamente que se admita una reforma a la acción popular que adelanta en el Juzgado, amparado en el Código General del Proceso, además del amparo de pobre, pero se le niegan.
   



En punto a definir la primera denuncia, esto es, porque no se aceptó su reforma a la demanda, dirigida, según las copias aportadas, a que se integre la parte pasiva con el municipio de La Virginia (f. 22), se tiene que con la misma información suministrada por el despacho judicial demandado, sobran disquisiciones para concluir que el amparo está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de la autoridad o de un particular, en el caso concreto, no hay de dónde colegir una situación semejante, sencillamente, porque la queja carece de soporte, si bien con auto del 16 de marzo del presente año (f.26), frente a dicha petición, se le hizo saber al actor que desde el auto admisorio de la demanda, se había dispuesto su citación, al punto que como allí se dijo y lo corroboró el mismo alcalde municipal de esa localidad en esta oportunidad, ya, incluso, había intervenido dentro del asunto (f. 15 y 16). 
  



En este sentido, la trasgresión es inexistente, de lo cual, con un tanto de diligencia por parte del demandante, bien pudo percatarse de ello para evitar la promoción de una pretensión infundada.

Ahora, en relación con la negativa de concederle amparo de pobreza, es preciso recordar que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



En el caso concreto se pueden dar por superados aquellos requisitos generales, pues el asunto es de relevancia constitucional; se agotó el recurso procedente; la decisión reprochada no es de tutela y hay inmediatez porque la providencia no supera los 6 meses de proferida y la irregularidad realzada por la parte, resulta ser trascedente para el trámite del asunto.

En consecuencia, es pertinente, pasar a los específicos que, con vista en la clase de denuncia, puede ubicarse en el denominado defecto material o sustantivo; este, al decir de la Corte Constitucional en la misma sentencia T-022 de 2016, “tiene lugar cuando existe una falencia o yerro en una providencia judicial, originada en el proceso de interpretación y aplicación de las normas jurídicas al caso sometido al conocimiento del juez, o cuando se presenta una evidente contradicción entre los fundamentos y la decisión, o por desconocimiento del  precedente judicial en materia constitucional” .
  



Frente a la petición del accionante, bajo juramento, de que se le concediera amparo de pobreza por carecer de vínculo laboral, el Juzgado respondió desfavorablemente, con auto del 11 de marzo de 2016 (f. 26), porque no es viable su concesión para evitar la condena en costas; además, para esa clase de actuaciones no se requiere apoderado judicial y el peticionario posee una larga experiencia en esas lides; seguidamente, en el auto que desenlazó el recurso propuesto contra esa resolución, mantuvo su posición con similares argumentos, a la vez que adicionó que el actor ha demostrado tener recursos económicos derivados de otras acciones populares en las que ha salido airoso y ha presentado recibos que reflejan que tiene vehículo particular para su transporte.
 



Sobre este punto, al margen de que la Sala puede discrepar de los fundamentos en los que se apoyó el despacho para negar el beneficio de amparo de pobreza elevado por el demandante, pues no se ciñen a las premisas del artículo 151 del Código General del Proceso, en últimas se considera inexistente la vulneración alegada, como quiera que el actor mismo, omitió cumplir, cabalmente, con las exigencias jurídicas allí consagradas, esto es, no lo efectuó con arreglo a las precisas pautas establecidas por la norma, ya que la simple manifestación de no tener vínculo laboral, ni por asomo, se encuadra dentro de los supuestos válidos para que se resuelva de manera favorable. 
   



Dicho de otra manera, aun si el juzgado no tuviera razón en la negativa, tampoco el demandante ajustó su pedido a los términos de la norma que consagra el beneficio, con lo cual no puede predicarse la trasgresión del derecho invocado. 
  



En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales; de otro lado, se autorizará, a su costa, la expedición de copia de todos los folios que componen esta actuación. Se negarán, por infundadas, las solicitudes referidas a que se anexe copia de la tutela a la acción popular y de que se ordene consignar lo referido a radicados de tutelas atañederas a acciones que han prosperado, tanto más cuando una solicitud de ese tenor debe elevarla directamente al juzgado.
  



Y en lo que corresponde a la petición contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, se advierte que su pretensión es concreta, que se determine “si posiblemente viola ley 734 de 2002 al negarse a impetrar tutelas a mi nombre y se le ordene cumpla su función deber…”. Como eso es  así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensoría acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación. 

  



Más aún, en el caso concreto no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría, como ya lo ha dicho esta Sala en otras ocasiones, que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre, según la respuesta que en múltiples casos ha suministrado esa dependencia. Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que carecen de conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno.

  



Por tanto, se absolverá a dicha Defensoría y a las demás entidades involucradas, de las que no se encuentra trasgresión alguna.
DECISIÓN
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia.

Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� Sentencia C-543-92
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